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I. Disposiciones generales

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
2852 CONFLICTO positivo de competencia número 

659/1984, planteado por el Gobierno, en relación con 
un total de 166 Resoluciones de la Dirección General 
de Promoción de la Salud, del Departamento de 
Sanidad y Seguridad Social de la Generalidad de 
Cataluña.

El Tribunal Constitucional, por auto de 7 de febrero del 
corriente, dictado por el Pleno en el conflicto positivo de compe­
tencia número 659/1984, planteado por el Gobierno, en relación 
con un total de 166 Resoluciones de la Dirección General de 
Promoción de la Salud, del Departamento de Sanidad y Seguridad 
de la Generalidad de Cataluña, ha acordado:

1.° Mantener la suspensión de las Resoluciones incluidas en el 
anexo 1.° de los que se adjuntan a la demanda (autorización de 
determinados productos), publicado en el «Boletín Oficial del 
Estado» número 235, de 1 de octubre de 1984, y

2.° Levantar la suspensión de las Resoluciones incluidas en el 
anexo 2.° (convalidación de Resoluciones que autorizaban el uso de 
diversos productos de consumo humano), adjunto a la demanda, 
publicado en el «Boletín Oficial del Estado» antes indicado, cuya 
suspensión se dispuso por haber invocado el Gobierno el artículo 
161.2 de la Constitución, por providencia de 19 de septiembre de 
1984.

Lo que se publica para general conocimiento.
Madrid, 7 de febrero de 1985.—El Presidente, Manuel García- 

Pelayo y Alonso.

2853 CONFLICTO positivo de competencia número 
658/1984, planteado por el Gobierno, en relación con 
el Decreto 25/1984, de 5 de abril, del Gobierno de las 
islas Baleares.

El Tribunal Constitucional, por auto de 7 de febrero del 
corriente, dictado en el conflicto positivo de competencia número 
658/1984, planteado por el Gobierno, en relación con el Decreto 
25/1984, de 5 de abril, del Gobierno de las islas Baleares sobre 
régimen de computabilidad de títulos de renta fija en el coeficiente 
de fondos públicos de las Cajas de Ahorro, ha acordado mantener 
la suspensión del mencionado Decreto 25/1984, de 5 de abril, cuya 
suspensión se dispuso, por aplicación del artículo 161.2 de la 
Constitución, por providencia de 19 de septiembre de 1984.

Lo que se publica para general conocimiento.
Madrid, 7 de febrero de 1985.—El Presidente, Manuel García- 

Pelayo y Alonso.

2854 PLANTEAMIENTO de cuestión de inconstitucionali­
dad registrada al número 65/1985

El Tribunal Constitucional, por providencia de 6 de febrero 
corriente, ha admitido a trámite la cuestión de inconstitucionalidad 
número 65/1985, promovida por la Magistratura de Trabajo 
número 13 de Barcelona por supuesta inconstitucionalidad de la 
Ley 1/1984, de 9 de enero, de adición de un nuevo articulo a la Ley 
46/1977, de 15 de octubre, sobre amnistía, por oposición al artículo 
9.3 de la Constitución.

Lo que se publica para general conocimiento.
Madrid, 6 de febrero de 1985.—El Secretario de Justicia.

2855 PLANTEAMIENTO de cuestión de inconstitucionali­
dad registrada al número 70/1985.

El Tribunal Constitucional, por providencia de 6 de febrero 
corriente, ha admitido a trámite la cuestión de inconstitucionalidad 
número 70/1985, promovida por la Magistratura de Trabajo 
número 18, de Madrid, por supuesta inconstitucionalidad de los

artículos 5 y 8 de la Ley 46/1977, de 15 de octubre, sobre amnistía, 
y 11 bis de la misma, adicionado por la Ley 1/1984, de 9 de enero, 
por la infracción de los artículos 9.3, en relación con el 118 y 10.1, 
en relación con el 38 de la Constitución.

Lo que se publica para general conocimiento.
Madrid, 6 de febrero de 1985.—El Secretario de Justicia.

CORTES GENERALES
2856 ACUERDO de las Mesas del Congreso y del Senado 

en su reunión conjunta de 7 de febrero de 1985 por el 
que se deroga la disposición transitoria 3.a 1 del 
Estatuto de Personal de las Cortes Generales y se da 
nueva redacción al articulo 31 de dicho Estatuto, en 
materia de incompatibilidades.

Artículo único.
1. Se deroga la disposición transitoria 3.a 1 del Estatuto de 

Personal de las Cortes Generales de 23 de junio de 1983.
2. El artículo 31 del Estatuto de Personal de las Cortes 

Generales queda redactado en los siguientes términos: 

«Artículo 31.

1. Los funcionarios de las Cortes Generales no podrán compa­
tibilizar sus actividades con desempeño, por. sí o mediante sustitu­
ción, de un segundo puesto de trabajo, cargo o actividad en él 
sector público, salvo en los supuestos previstos en este Estatuto.

Se considerará actividad en el sector público la desarrollada por 
Tos miembros electivos de las asambleas Legislativas de las Comu­
nidades Autónomas y de las Corporaciones Locales, por los altos 
cargos y restante personal de los órganos constitucionales y de 
todas las Administraciones Públicas, incluida la Administración de 
Justicia, y de los Entes, Organismos y Empresas de ellas dependien­
tes, entendiéndose comprendidas las Entidades colaboradoras y las 
concertadas de la Seguridad Social en la prestación sanitaria.

Además, no se podrá percibir, salvo en los supuestos previstos 
en este Estatuto, más de una remuneración con cargo a los 
presupuestos de las Administraciones Públicas y de los Entes, 
Organismos y Empresas de ellas dependientes o con cargo a los de 
los órganos constitucionales, o que resulte de la aplicación de 
arancel, ni ejercer opción por percepciones correspondientes a 
puestos incompatibles.

A los efectos del párrafo anterior, se entenderá por remunera­
ción cualquier derecho de contenido económico derivado, directa 
o indirectamente, de una prestación o servicio personal, sea su 
cuantía fija o variable y su devengo periódico u ocasional.

En cualquier caso, el desempeño de un puesto de trabajo por el 
personal incluido en el ámbito de aplicación de este Estatuto será 
incompatible con el ejercicio de cualquier cargo, profesión e 
actividad, público o privado, que pueda impedir o menoscabar el 
estricto cumplimiento de sus deberes o comprometer su imparciali­
dad o independencia.

2. Los funcionarios de las Cortes Generales no podrán ejercer, 
por sí o mediante sustitución, actividades privadas, incluidas las de 
carácter profesional, sean por cuenta propia o bajo la dependencia 
o al servicio de Entidades o particulares que se relacionen directa­
mente con las que desarrollen en las Cortes Generales.

Se exceptúan de dicha prohibición las actividades particulares 
que, en ejercicio de un derecho legalmente reconocido, realicen 
para sí los directamente interesados.

En todo caso, el funcionario en activo de las Cortes Generales 
no podrá ejercer las actividades siguientes:

a) El desempeño de actividades privadas, incluidas las de 
carácter profesional, sea por cuenta propia o bajo la dependencia o 
al servicio de Entidades o particulares, en los asuntos en que esté 
interviniendo, haya intervenido en los dos últimos años o tenga 
que intervenir- por razón del puesto público.

Se incluyen en especial en esta incompatibilidad las actividades 
profesionales prestadas a personas a quienes se esté obligado a 
atender en el desempeño del puesto público.
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b) La pertenencia a Consejos de Administración u órganos 
rectores de Empresas o Entidades privadas, siempre que la activi­
dad de las mismas esté directamente relacionada con las Cortes 
Generales.

c) El desempeño, por sí o persona interpuesta, de cargos de 
todo orden en Empresas o Sociedades concesionarias, contratistas 
de obras, servicios o suministros, arrendatarias o administradoras 
de monopolios, o con participación o aval del sector público, 
cualquiera que sea la configuración jurídica de aquéllas.

d) La participación superior al 10 por 100 en el capital de las 
Empresas o Sociedades a que se refiere el párrafo anterior.

e) El ejercicio de actividades privadas lucrativas, mercantiles, 
profesionales o industriales, siempre que pudiera comprometer la 
imparcialidad o independencia del funcionario, o impedir o menos­
cabar el cumplimiento de sus deberes,

f) El asesoramiento a partidos políticos, grupos parlamenta­
rios, sindicatos, asociaciones empresariales o cualquier tipo de 
grupo o asociación que tenga relación directa con las funciones 
desarrolladas por las Cortes Generales.

g) La intervención profesional en recursos de inconstituciona­
lidad.

h)  La intervención profesional en recursos contencioso-electo­
rales de cualquier clase, en cuestiones, litigiosas o no, que enfrenten 
entre sí a partidos políticos con representación parlamentaria, a 
centrales sindicales o a éstas con organizaciones empresariales.

i) La intervención profesional, procesal o no, frente o contra 
las propias Cortes Generales.

j) El asesoramiento a personas públicas o privadas en la 
elaboración de proyectos de Ley o textos, normativos o no, que 
deban ser aprobados por el Consejo de Ministros para su remisión 
a las Cámaras, o que se encuentren ya en trámite de discusión 
parlamentaria, así como la actividad de publicación sobre las 
materias afectadas por tales circunstancias. 

k) Las actividades privadas que correspondan a puestos de 
trabajo que requieran la presencia efectiva del interesado durante 
un horario igual o superior a la mitad de la jomada semanal 
ordinaria de trabajo en las Cortes Generales sólo podrán autorizar­
se cuando la actividad pública sea a tiempo parcial o equivalente.

3. El ejercicio por el funcionario de cualquier otra actividad 
compatible no servirá de excusa a la asistencia al lugar de trabajo 
que requiera su puesto o cargo, ni al retraso, negligencia o descuido 
en el desempeño de los mismos.

4. Los órganos a quienes competa la dirección o jefatura de los 
distintos servicios cuidarán, bajo su responsabilidad, de prevenir o 
corregir, en su caso, las incompatibilidades en que puedan incurrir 
funcionarios que de ellos dependan.

5. El ejercicio de todo tipo de actividades profesionales, 
laborales, mercantiles o industriales al margen de las Cortes 
Generales requerirá el previo reconocimiento de compatibilidad.

La resolución motivada reconociendo la compatibilidad o 
declarando la incompatibilidad, que se dictará en el plazo máximo 
de dos meses, corresponde a las Mesas del Congreso y del Senado 
en reunión conjunta, previo informe del Letrado Mayor de las 
Cortes Generales. 

Los reconocimientos de compatibilidad no podrán modificar la 
jomada de trabajo y horario del interesado y quedarán automática­
mente sin efecto en caso de cambio de puesto en el sector público.

No podrá reconocerse compatibilidad alguna para actividades 
privadas a quienes se les hubiera autorizado la compatibilidad para 
un segundo puesto o actividad públicos, siempre que la suma de 
jornadas de ambos sea igual o superior a la máxima en las Cortes 
Generales.

6. Los funcionarios de las Cortes Generales no podrán invocar 
o hacer uso de su condición pública para el ejercicio de actividad 
mercantil, industrial o profesional.

7. Quedan exceptuadas del régimen de incompatibilidades del 
presente Estatuto las actividades siguientes:

a) Las derivadas de la administración del patrimonio personal 
o familiar, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 31.2 del 
presente Estatuto.

b) La dirección de seminarios o el dictado de cursos o 
conferencias en Centros oficiales destinados a la formación de 
funcionarios o profesorado, cuando no tengan carácter permanente 
o habitual ni supongan más de setenta y cinco horas al año, así 
como la preparación para el acceso a la función pública en los casos 
y forma que se determine.

c) La participación en Tribunales calificadores de pruebas 
selectivas para ingreso en las Cortes Generales.

d) La participación del personal docente en Tribunales para 
exámenes, pruebas o evaluaciones distintas de las que habitual­
mente les correspondan en la forma establecida.

e) La producción y creación literaria, artística, científica y 
técnica, así como las publicaciones derivadas de aquéllas, siempre 
que no se originen como consecuencia de una relación de empleo 
o de prestación de servicios.

f) La participación ocasional en coloquios y programas en 
cualquier medio de comunicación social.

g) La colaboración y la asistencia ocasional a congresos, 
seminarios, conferencias o cursos de carácter profesional, y

h) La actividad tutorial en los Centros asociados de la 
Universidad Nacional de Educación a Distancia, salvo para el 
personal indicado en el párrafo final del apartado 5 y en el apartado 
12 del artículo 31 de este Estatuto y siempre que no afecte al 
horario de trabajo, en tanto se modifica el régimen de dicha 
actividad.

8. Los funcionarios de las Cortes Generales podrán ser titula­
res de plazas en servicio activo o contratados en el ámbito público 
docente o de investigación de carácter universitario. En todo caso 
se desempeñará en régimen de dedicación no superior a tiempo 
parcial y sin que pueda perjudicar a la prestación del servicio en las 
Cortes Generales.

La percepción de haberes con motivo de la compatibilidad en 
el ámbito público docente o de investigación de carácter universita­
rio estará condicionada al cumplimiento de los límites cuantitati­
vos que establece el artículo 7 de la Ley de Incompatibilidades de 
26 de diciembre de 1984, aplicado de la forma que resulte 
equivalente en las Cortes Generales.

La superación de estos límites, en cómputo anual, requiere en 
cada caso acuerdo expreso de las Mesas del Congreso y del Senado 
en reunión conjunta.

Los servicios prestados en el segundo puesto o actividad no se 
computarán a efectos de trienios ni de derechos pasivos, pudiendo 
suspenderse la cotización a este último efecto. Las pagas extraordi­
narias, así como las prestaciones de carácter familiar, sólo podrán 
percibirse por uno de los puestos, cualquiera que sea su naturaleza.

Los servicios prestados en el segundo puesto o actividad 
tampoco se computarán a efectos de pensiones de Seguridad Social 
en la medida en que puedan rebasarse las prestaciones correspon­
dientes a cualquiera de los puestos compatibilizados, desempeña­
dos en régimen de jornada ordinaria, pudiendo adecuarse la 
cotización en la forma que reglamentariamente se determine.

En el caso de que, como consecuencia de los límites cuantitati­
vos, no se puedan percibir haberes, sólo se podrán percibir las 
cantidades correspondientes en concepto de indemnización.

9. Las Mesas del Congreso y del Senado, en reunión conjunta, 
podrán autorizar, por razones de notorio interés público, una 
segunda actividad en el sector público, que sólo podrá desempeñar­
se a tiempo parcial y con duración determinada en las condiciones 
establecidas por la legislación laboral.

Para el ejercicio de la segunda actividad será indispensable la 
previa y expresa autorización de compatibilidad, que no supondrá 
modificación de jornada de trabajo y horarios de los dos puestos y 
que se condiciona a su estricto cumplimiento en ambos.

El desempeño de este puesto de trabajo en el sector público es 
incompatible con la percepción de pensión de jubilación o retiro 
por derechos pasivos o por cualquier régimen de Seguridad Social 
público y obligatorio.

La percepción de las pensiones indicadas quedará en suspenso 
por el tiempo que dure el desempeño de dicho puesto, sin que ello 
afecte a sus actualizaciones.

Por excepción, en el ámbito laboral, será compatible la pensión 
de jubilación parcial con un puesto de trabajo a tiempo parcial.

10. Podrá autorizarse a los funcionarios de las Cortes Genera­
les, excepcionalmente, la compatibilidad para el ejercicio de 
actividades de investigación, de carácter no permanente, o de 
asesoramiento en supuestos concretos, que no correspondan a las 
funciones del personal adscrito a las respectivas Administraciones 
Públicas.

Dicha excepcionalidad se acredita por la asignación del encargo 
en concurso público o por requerir especiales cualificaciones que 
sólo ostenten personas afectadas por el ámbito de este Estatuto.

La autorización de esta compatibilidad estará sujeta a los 
requisitos y exigencias del artículo 7 de la Ley de Incompatibilida­
des de 26 de diciembre de 1984, aplicado de la forma que resulte 
equivalente en las Cortes Generales.

La superación de los límites a que se refiere el citado precepto, 
en cómputo anual, requiere en cada caso acuerdo expreso de las 
Mesas del Congreso y del Senado en reunión conjunta.

11. Los funcionarios de las Cortes Generales no podrán 
pertenecer a Consejos de Administración u órganos de gobierno de 
Entidades o Empresas públicas o privadas en representación del 
sector público.

12. No podrá autorizarse o reconocerse compatibilidad a los 
funcionarios de las Cortes Generales que desempeñen puestos que 
entrañen la percepción de complementos específicos o conceptos 
equiparables.

Se exceptúa de esta prohibición la compatibilidad en materia de 
docencia e investigación en los términos establecidos.

13. Quienes accedan por cualquier título a un nuevo puesto 
del sector público que con arreglo a este Estatuto resulte incompati­
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ble con el que vinieran desempeñando habrán de optar por uno de 
ellos dentro del plazo de toma de posesión.

A falta de opción en el plazo señalado se entenderá que optan 
por el nuevo puesto, pasando a la situación de excedencia volunta­
ria en el que vinieran desempeñando.

Si se tratara de puestos susceptibles de compatibilidad previa 
autorización, deberán instarla en los diez primeros días del aludido 
plazo de toma de posesión, entendiéndose éste prorrogado en tanto 
recae resolución.»

DISPOSICION TRANSITORIA

Los afectados por el régimen de incompatibilidades de este 
Estatuto deberán manifestar la opción que ejercitan en favor de un 
puesto público antes del 1 de abril de 1985.

Las normas de este Estatuto en materia de incompatibilidades 
tendrán efectividad en el ámbito docente a partir del 1 de octubre 
de 1985.

DISPOSICION FINAL

Las presentes normas entrarán en vigor al día siguiente de su 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Palacio de las Cortes, 7 de febrero de 1985.

El Presidente del Congreso El Presidente del Senado,
de los Diputados, José Federico de Carvajal

Gregorio Peces-Barba Martínez y Pérez

MINISTERIO 
DE OBRAS PUBLICAS 

Y URBANISMO
2023
(Conclusión.)

ORDEN de 27 de diciembre de 1984 por la que se 
aprueban los documentos «Obras de paso de carrete­
ras. Colección de puentes de Tres Vanos», «Obras de 
paso de carreteras. Colección de puentes de vigas 
pretensadas II» y «Obras de paso de carreteras. 
Colección de puentes de vigas metálicas». (Conclu­
sión.)

Ilustrísimo señor:
Al amparo de la Ley 51/1974, de 19 de diciembre, de Carreteras, 

y de acuerdo con su artículo 5.º, número 6, se viene actualizando 
la normativa técnica vigente en la materia.

Desde hace muchos años la experiencia ha demostrado la 
eficacia y utilidad del empleo de colecciones oficiales de modelos 
de los elementos que más se repiten en las carreteras, como son las 
obras de fábrica y puentes de luces moderadas que, además de 
ahorrar la repetición de cálculos y dibujos, permiten determinar 
con facilidad y suficiente aproximación la solución más adecuada 
en cada ocasión.

A partir de 1976 se han aprobado y publicado numerosas 
colecciones de elementos sueltos: tableros, pilas y estribos. La 
necesidad de revisarlas, dadas las modificaciones introducidas en 
las instrucciones de hormigón armado y pretensado, la convenien­
cia de refundir los diversos elementos en un solo tomo, en el que 
se encuentre el puente completo y el comienzo del desarrollo del 
plan general de carreteras, han dado ocasión a la preparación de las 
colecciones objeto de la presente Orden, relativa a puentes de tres 
vanos, puentes de vigas pretensadas y puente de vigas metálicas.

De acuerdo con lo expuesto, con el informe favorable de la 
Comisión Permanente de Normas de la Dirección General de 
Carreteras, y a propuesta de dicho Centro directivo,

Este Ministerio, en virtud de las facultades que le concede el 
artículo 5.°, número 6, de la Ley 51/1974, de 19 de diciembre, de 
carreteras, ha dispuesto:

1. Aprobar los siguientes documentos que figuran como anexo 
a esta Orden:

- Obras de paso de carreteras. Colección de puentes de tres 
vanos.

- Obras de paso de carreteras. Colección de puentes de vigas 
pretensadas.

- Obras de paso de carreteras. Colección de puentes de vigas 
metálicas.

2. El uso de dichas colecciones no es obligatorio, debiendo 
considerarse en cada caso si las soluciones que en ellas figuran son 
las más adecuadas al mismo.

3. Justificando el uso, en su caso, el proyectista queda eximido 
de incluir en el proyecto los cálculos justificativos y mediciones 
detalladas del puente de que se trate.

4. Queda autorizado el empleo de las colecciones objeto de la 
presente Orden a partir de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Lo que se comunica a V. I. para su conocimiento y efectos.
Madrid, 27 de diciembre de 1984.

CAMPO SAINZ DE ROZAS 
Ilmo. Sr. Director general de Carreteras.

OBRAS DE PASO DE CARRETERAS 
COLECCION DE PUENTES DE VIGAS METALICAS 

AÑO 1984

(Conclusión.).


